
 

 

“Decenio de la igualdad de oportunidades para mujeres y hombres” 

“Año de la unidad, la paz y el desarrollo” 

 
 

Lima, 30 de marzo de 2023 
 
OFICIO Nº 0095-2023-DP 
 
Señor  
Alberto Otárola Peñaranda 
Presidente del Consejo de Ministros 
Presente.- 
 
De mi mayor consideración: 
 

Es grato dirigirme a usted para saludarlo y, a la vez, expresarle nuestra 
preocupación institucional respecto al incremento de los casos de violencia contra 
las niñas, adolescentes y mujeres adultas en nuestro país, los cuales se cometen, 
cada vez, con mayor crueldad y ensañamiento contra las víctimas. 
 

Esta realidad se evidencia en los 39 casos de feminicidio, 23 tentativas y 9 
muertes violentas de mujeres ocurridas desde enero hasta la fecha; así como en 
las 884 denuncias de desaparición de mujeres, adolescentes y niñas que recibió la 
Policía Nacional del Perú (PNP) en febrero de este año1. Asimismo, los Centros 
Emergencia Mujer (CEM) atendieron 1704 casos de violación sexual, de las cuales 
el 93.2% de las víctimas fueron niñas, adolescentes y mujeres adultas2.  
 

En este contexto, si bien se identifican avances normativos, a la fecha los 
servicios de atención a víctimas no se implementan en concordancia a los objetivos 
planteados. Al respecto, resalta la paralización de la reestructuración de los 
servicios integrales del Programa Nacional para la Prevención y Erradicación de la 
Violencia contra las Mujeres e Integrantes del Grupo Familiar–Aurora (Programa 
Aurora). De acuerdo a la Resolución Ministerial N° 095-2022-MIMP, publicada el 
28 de marzo de 2022, el Grupo de trabajo encargado de plantear las modificaciones 
aún no ha presentado su informe final, a pesar de que la fecha prevista en la norma 
indicaba el 29 de setiembre del año anterior como límite.  
 

Además de ello, no es posible identificar la restructuración de sus servicios 

en el desagregado sobre las categorías y productos que tienen presupuesto. Sobre 
este punto, es preciso señalar que el Programa Aurora cuenta con un Presupuesto 
Inicial Modificado de S/316’055,086, lo que representa el 40% del pliego 
presupuestal 039, correspondiente al Ministerio de la Mujer y Poblaciones 

                                                 
1 Defensoría del Pueblo (2023). Reporte de Igualdad y No Violencia, edición N° 37: ¿Que 

pasó con ellas?  
2 Portal Estadístico del Programa Nacional Aurora del Ministerio de la Mujer y Poblaciones 

Vulnerables, obtenido de: https://portalestadistico.aurora.gob.pe/formas-de-la-violencia-

2022/  

https://portalestadistico.aurora.gob.pe/formas-de-la-violencia-2022/
https://portalestadistico.aurora.gob.pe/formas-de-la-violencia-2022/


 

 

Vulnerables3 (MIMP), siendo una de las unidades ejecutoras que reciben mayor 
dinero en el sector.  
 

Por otro lado, también nos alerta la demora en la implementación del 
Sistema Nacional Especializado de Justicia para la protección y sanción de la 
violencia contra las mujeres e integrantes del grupo familiar (SNEJ), cuyo liderazgo 
recae en el MIMP. En relación a este punto, a la fecha solo se cuenta con 8 distritos 
judiciales especializados y 8 en proceso de implementación, de los 34 que fueron 
proyectados4 al año 2022. 
 

Asimismo, es indispensable que la Policía Nacional del Perú, como 

integrante del SNEJ, cuente con un área especializada en violencia contra la mujer 
e integrantes del grupo familiar de alcance nacional. En este sentido, un aspecto 
básico es la necesidad del cambio funcional de la actual División de protección de 
contra la violencia familiar5, cuyo alcance territorial se limita a Lima Metropolitana. 
Esta área solo coordina acciones en otros lugares, siempre que sea requerido por 
la Regiones Policiales o autoridades competentes y con autorización de la Dirección 
Nacional de Orden y Seguridad, de la cual depende. 
 

Estos hallazgos derivan en un estancamiento, e inclusive retroceso, en el 
cumplimiento del deber estatal de garantizar a las mujeres una vida libre de 
violencia. Al día de hoy, las mujeres, en su diversidad, siguen enfrentando hechos 
que afectan derechos fundamentales como su vida, integridad y salud, que no son 
prevenidos ni atendidos de manera diligente, rápida e integral por las entidades 
llamadas a hacerlo. Más grave aún, las víctimas ven negado o limitado su derecho 
al acceso a la justicia, ya que estos nudos en la actuación estatal confluyen en la 
falta de sanción a los agresores y el reforzamiento de una cultura de impunidad. 
 

Por ello, la Defensoría del Pueblo realizó la primera Mesa de Trabajo 
denominada “En Emergencia por los Derechos de las Mujeres”, con la participación 
de lideresas de organizaciones de mujeres y sociedad civil6, que tuvo como objetivo 
identificar y validar una agenda de medidas urgentes y concretas que el Estado 
debe implementar para fortalecer la respuesta estatal frente a las diversas formas 
de violencia contra las mujeres en su diversidad. 

 

                                                 
3 Información extraída del Portal de Transparencia económica del Ministerio de Economía 

y Finanzas: https://apps5.mineco.gob.pe/transparencia/Navegador/default.aspx 
4 Oficio N° D000198-2022-MIMP-DVMM, remitido el 10 de junio de 2022, que anexa el 

Informe Técnico N° D000018-2022-MIMP-DPVLV-KVJ, del 3 de junio de 2022. 
5 Artículos 196 y 199 del Reglamento de la Ley de la PNP, aprobado mediante Decreto 

Supremo N° 026-2017-IN 

6 Cabe indicar que, en la reunión, participaron representantes de organizaciones como 

Fovida, Manuela Ramos, Flora Tristán, Desco, Demus, Promsex, Mujeres Rimenses por un 

Mundo Sin Violencia, Defensoras Comunitarias, Red de Mujeres Migrantes, Red de Mujeres 

Trans, Mujeres Desaparecidas Perú, Miluska Vida y Dignidad, Asociación de Familias 

Unidas por Justicia, Care Perú, Participación Ciudadana Alternativa, entre otras. 



 

 

Esta agenda de medidas urgentes, anexada al presente oficio, fue 
presentada en una reunión de trabajo sostenida con la Relatora Especial sobre la 
violencia contra las mujeres y las niñas, sus causas y consecuencias, Reem 
Alsalem; y con la Vicepresidenta del Grupo de Trabajo sobre la discriminación 
contra las mujeres y las niñas, Dorothy Estrada-Tanck, pertenecientes ambas al 
Sistema de Naciones Unidas. Ellas manifestaron su compromiso con la adopción 
de acciones orientadas a la erradicación de este problema que afecta gravemente 
los derechos humanos de la mitad de la población del país. 

 
Bajo este marco, solicitamos a su Despacho se remita la información sobre 

las acciones adoptadas respecto a la agenda de medidas urgentes presentada, en 

cumplimiento de los artículos 161 de la Constitución y 16 de la Ley Orgánica de la 
Defensoría del Pueblo. 
 

Sin otro particular, hago propicia la oportunidad para expresarle mi especial 
consideración y estima. 
 

Atentamente, 
 

 
Eliana Revollar Añaños 
Defensora del Pueblo (e) 

 
  



 

 

ANEXO 
 
1. MEDIDAS OBLIGATORIAS SIN AVANCES Y/O PRESUPUESTO 

 Elaborar una nueva ENUT (última 2010) y ENARES (2019). 

 Dotar de presupuesto y cumplir normativa vigente sobre implementación del 
SNEJ (de los 34 distritos judiciales especializados previstos a diciembre de 
2022, están aún pendientes 26 distritos judiciales). 

 Efectiva implementación del Centro de Altos Estudios (establecido en Ley 
30364 desde el 2015) 

 Implementación de Campaña comunicacional generada por el Estado, con 
presupuesto suficiente, articulada y obligatoria (establecida en Ley 30364). 

 
2. MEDIDAS EN PROCESO DE IMPLEMENTACIÓN 

 Efectiva reestructuración de servicios que atienden o se relacionan con la 
atención a la violencia a las mujeres desde niñas como CEMs, Demunas y 
Upes (procesos iniciados el año 2022), así como la atención de familiares de 
mujeres víctimas de desaparición y feminicidio.  

 Reiniciar funcionamiento de Grupo de Trabajo Nacional–GTN de la Ley 
30364 (inactiva desde junio de 2021), reforzando la participación de 
gobiernos regionales y locales, así como la sociedad civil. 

 Establecer estrategias o mecanismos que permitan la participación de 
representantes de gobiernos regionales y locales en CMAN y GTN, como la 
ANGR y la AMPE. 

 Establecer mecanismos o estrategias para fortalecer instancias de 
concertación local y regional y el cumplimiento de funciones de los gobiernos 
regionales y locales, en especial aquellas vinculadas a la creación y 
funcionamiento de los hogares de refugio temporal.   

 Adoptar medidas efectivas para monitorear la ejecución de las políticas 
relacionadas a la violencia hacia las mujeres desde niñas, como la Política 
Multisectorial de Niñas, Niños y Adolescentes. 

 Adoptar medidas para monitorear el cumplimiento de la atención integral a 
las mujeres víctimas de violación sexual –que en su mayoría son niñas y 
adolescentes– y la entrega del anticonceptivo oral de emergencia para 
prevenir embarazos y riesgos a la salud y la vida, a fin de evitar la 
revictimización por parte del Estado. Ello implica la atención priorizada de 
su salud mental y la aplicación del aborto terapéutico conforme a la 
normatividad vigente en la materia. 

  
3. ADOPCIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS 

 Elaborar e implementar una Política Nacional contra la violencia basada 
en género, con presupuesto específico que comprenda una Estrategia 
Nacional de Prevención más desarrollada, es decir, con acciones concretas 
de prevención, con diagnóstico, metas e indicadores, a nivel nacional, 
regional y local, teniendo en cuenta la diversidad de las mujeres por sus 
necesidades y condiciones (edad, discapacidad, migrantes, mujeres trans, 
entre otras). 
 



 

 

4. MEDIDAS DE REFORMA O CAMBIO INSTITUCIONAL 

 Modificar la estructura funcional de la PNP, a fin de que la División de 
Protección contra la Violencia Familiar y la División de Búsqueda de 
Personas Desaparecidas se convierta en Direcciones de alcance nacional, 
garantizando la especialización, presupuesto y línea de carrera. 
 

5. INDISPENSABLE PARA GARANTIZAR LA EFECTIVA IMPLEMENTACIÓN 
DE PROPUESTAS PLANTEADAS  

 Adopción de medidas de gestión pública que garanticen trabajo articulado e 
intergubernamental. 

 Adopción de estrategias de gestión para capacitar y sensibilizar a 
funcionarios/as de manera articulada. 

 Otorgamiento de presupuesto para supervisar el efectivo cumplimiento de 
las obligaciones del Estado en la materia. 

 Fomentar buenas prácticas. 
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